
EL PRINCIPIO DE CULPABILIDAD EN EL DERECHO DISCIPLINARIO ACTUAL 

 

 

 

JENIFER MARILYN PEDRAZA AFANADOR 

 

 

 

ARTICULO 

 

PROFESOR  

RICARDO ARTURO ARIZA LOPEZ 

ABOGADO 

  

 

 

 

UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA 

FACULTAD DE DERECHO 

ESP. DERECHO SANCIONATORIO 

BOGOTA D.C 

2015 

 



EL PRINCIPIO DE CULPABILIDAD EN EL DERECHO DISCIPLINARIO ACTUAL 

 

JENIFER MARILYN PEDRAZA AFANADOR 

 

Resumen 

 

La presente disertación de carácter académico, tiene como finalidad analizar 

cuál es el desarrollo del principio de culpabilidad dentro del Derecho Disciplinario, con 

el propósito de determinar cuál es el alcance que tiene en esa rama del Derecho, y 

cuál es su impacto en la forma en que los operadores de la acción disciplinaria realizan 

la imputación en cada conducta. Para ello, se realizará un estudio, acerca de la 

evolución doctrinal y jurisprudencial que frente al tema se ha desarrollado, así como el 

examen de lo que al respecto trae la Ley 732 de 2002 donde se regula el régimen 

disciplinario de los servidores públicos, así como las principales posiciones doctrinales 

que frente al tema se han realizado.   

 

Palabras Clave. Principio de culpabilidad, Derecho Penal, Derecho Disciplinario, 

funcionario público.  

 

Abstract 

 

This academic dissertation, is to analyze what is the development of the 

principle of guilt within the disciplinary law, in order to determine the extent you have in 



that area of law, and what is their impact on the way operators of the disciplinary action 

made the charge in each behavior. For this, a study about the doctrinal and 

jurisprudential developments regarding the topic has been developed, as well as 

examining what brings about 732 of the 2002 Act where the disciplinary regime 

governing public servants be made and as major doctrinal positions that address the 

issue have been made. 

 
Keywords. Principle of guilt, Criminal, Disciplinary Law, public servant 
 

Introducción 

 

El Derecho Penal y el Derecho Disciplinario tienen un origen común, el cual se 

denomina como el poder sancionador o ius puniendi que esta en cabeza del Estado. 

Sin embargo, estas dos ramas del Derecho tienen diferencias sustanciales entre las 

mismas, en lo que se refiere a los bienes jurídicos que tutelan, el escenario en el que 

se aplican, la forma como están descritas las conductas en la Ley, en quien tiene la 

potestad sancionadora, entre otros.  

Desde hace bastante tiempo, se ha venido presentado esa controversia entre si 

el Derecho Disciplinario es una rama del Derecho independiente del Derecho Penal, 

siendo la misma objeto de un desarrollo jurisprudencial, que deja en claro la 

diferenciación que existe entre una y otra rama del Derecho. Sin embargo a pesar de 

tal diferenciación en la actualidad, se aplican en la rama del Derecho Disciplinario 

algunos criterios provenientes del Derecho Penal, como el principio de la culpabilidad.  

 



Ahora bien, es claro que aunque estas dos ramas del Derecho provienen de un 

tronco común, eso no quiere decir que exista una identidad en la aplicación de sus 

criterios generales. Por tal razón, en la presente disertación se pretende realizar un 

análisis del elemento de la culpabilidad dentro del Derecho Disciplinario, y su impacto 

al ser utilizado tal cual como se esgrime dentro del área del Derecho Penal.    

 

El tema que ocupa este artículo de carácter reflexivo, y se divide en dos 

apartes. El primero de ellos, referente al estudio de la culpabilidad en el sentido 

general y en el Derecho Disciplinario. En segundo lugar se realizará un análisis frente 

al impacto que genera la implementación del principio de la culpabilidad en el Derecho 

Disciplinario con las bases del Derecho Penal, y las posibles falencias normativas que 

ello implica, así como el impacto que comporta dentro de la acción disciplinaria.    

 

En el Derecho Colombiano, de acuerdo a los avances del análisis doctrinal y 

jurisprudencial actual, se ha dado paso a la construcción de una rama del Derecho 

independiente del Derecho Penal, encargada de sancionar y castigar aquellas 

conductas consideradas como vulneradoras de la fidelidad y la adecuada gestión de la 

función pública, denominada Derecho Disciplinario.  

 

Aunque el Derecho Disciplinario, tiene elementos en común con el Derecho 

Penal, el primero hace relación a otras conductas que en principio no tienen otro bien 

jurídico tutelado más allá del correcto ejercicio de la función pública. Ahora bien, la 

aplicación del principio de culpabilidad en el Derecho Disciplinario actual, no ha sido 



objeto de un desarrollo específico en dicha área, lo que supone que el operador 

jurídico a su arbitrio califica si la conducta realizada por el funcionario público se 

realiza con atención a este principio.  

 

Así las cosas, es claro que existe un amplio margen de discrecionalidad del ente 

investigador al momento de calificar la culpabilidad de una conducta, lo que comporta 

una posible confusión entre la razón de ser que tienen las faltas en el derecho 

disciplinario y los delitos en el campo del Derecho Penal, más aun cuando estos 

últimos revisten de una mayor gravedad en la sociedad.  

 

Así las cosas, se puede inferir que en la actualidad los preceptos del Derecho 

Disciplinario, frente al principio de culpabilidad, tienen una aplicación errónea, al ser el 

mismo considerado como equiparable a la interpretación que respecto del mismo 

realiza el Derecho Penal, siendo que las faltas y condiciones de presentación de las 

faltas disciplinarias, bajo ninguna circunstancia pueden ser equiparables a las que se 

analizan en el Derecho Penal.   

 

Esta investigación, revierte de importancia si se toma en cuenta, la necesidad 

que existe en clasificar cuál es la verdadera aplicación del principio de culpabilidad en 

el campo del Derecho Disciplinario, aún más cuando se considera que existe un vacío 

normativo, que propende por la indebida aplicación de conceptos penales, en una 

rama del Derecho que aunque tiene elementos que comparte con la rama del Derecho 



en comento, nada tienen que ver con la aplicación en las conductas consideradas 

como faltas disciplinarias.  

 

Sumado a ello, con el planteamiento que aquí se desarrolla, se pretende 

concientizar no solo a los estudiantes del Derecho Disciplinario, la necesidad de 

subsanar las falencias enunciadas, sino a todo aquel que esté interesado en esta 

temática, como las plantas globales de funcionarios públicos, la Procuraduría, entre 

otras instancias estatales que de una u otra manera tienen que ver con la aplicación 

del Derecho Disciplinario.    

 

El enfoque de la presente investigación es de carácter descriptivo. Por lo 

anterior se seleccionó como metodología de investigación el método de análisis y 

síntesis, aplicado al contenido de las posiciones doctrinales, jurisprudenciales y legales 

que frente al tema propuesto.  

 

La culpabilidad en el Derecho Disciplinario.  

 

Una primera acepción de la culpabilidad de carácter general, podría definirla como: 

 

(…) la conciencia de la antijuridicidad de la conducta, es decir supone la 

reprochabilidad del hecho ya calificado como típico y antijurídico, fundada en 

el desacato del autor frente al Derecho por medio de su conducta, mediante la 

cual menoscaba la confianza general en el Derecho penal, por cuando 



determina finalmente la posibilidad de ejercicio del ius puniendi (Diccionario 

Jurídico, 2006, p. 115).  

 

Para otros autores, la culpabilidad atiende a un juicio de valor que se realiza de 

la intención o voluntad de quien realiza la conducta. En ese sentido lo conciben 

Torres, Amaya y Caro (2006, p. 53), quienes la definen como “la exigencia de la 

valoración del nexo psicológico que une la conducta objetivamente realizada, con la 

persona de quien esta se predica”. En palabras del profesor Velásquez (1997, p. 547), 

la culpabilidad es definida como: 

 

(…) el juicio de exigibilidad en virtud del cual se le imputa al agente la 

realización de un injusto penal, pues – dadas las condiciones de orden 

personal y social imperantes en el medio donde actúa – se encuentra en 

posibilidad de dirigir su comportamiento acorde con los requerimientos del 

orden jurídico y no obra pudiendo hacerlo. Se trata, entonces, de un juicio de 

carácter eminentemente normativo fundado en la exigibilidad, idea que preside 

toda la concepción de la culpabilidad y en virtud de la cual el agente debe 

responder por su comportamiento  

 

La razón de ser, de esta valoración, se basa principalmente en la dignidad 

humana a la cual tiene derecho todo ser humano, lo que implica no cosificar por 

decirlo de alguna manera a las personas. De ahí entonces que la valoración de la 

culpabilidad en la acción disciplinaria, sea atinente al paradigma de la responsabilidad 

subjetiva y no a la responsabilidad objetiva.  



 

En ese sentido, lo ha indicado la Corte Constitucional, al señalar lo siguiente: 

 

En el ámbito de la imputación penal y disciplinaria está proscrita la 

responsabilidad objetiva; es decir, la responsabilidad por la sola causación del 

resultado – entendido este en su dimensión normativa – o por la sola infracción 

del deber funcional, según el caso. Y ello tiene sentido pues con razón se ha 

dicho que el contenido subjetivo de la imputación es una consecuencia 

necesaria de la dignidad del ser humano. Tan claro es ello que en aquellos 

contextos en los que constitucionalmente no se consagra la dignidad humana 

como fundamento del sistema constituido. De acuerdo con esto, asumir al 

hombre como ser dotado de dignidad impide cosificarlo y como esto es lo que 

se haría si se le imputa responsabilidad penal o disciplinaria sin consideración 

a su culpabilidad, es comprensible que la responsabilidad objetiva este 

proscrita (Corte Constitucional, sentencia SU – 901 de 2005, M.P. Jaime 

Córdoba Triviño). 

 

O como acertadamente lo arguye Cuello, (1980, p. 478), al mencionar que el 

actuar del servidor público en contra de sus deberes debe ser sancionada al 

considerarse que la misma atiene a la “omisión de las precauciones o cautela más 

elementales, o el olvido de las medidas de racional cautela aconsejadas por la 

previsión más elemental, que deben ser observadas en los actor ordinarios de la vida, 

por una conducta de inexcusable irreflexión y ligereza”.  

O 
 



El principio de culpabilidad ha sido objeto de desarrollo por tres teorías dentro 

del Derecho Sancionador: la teoría psicológica, la teoría psicológica – normativa, y la 

teoría finalista. La primera de ellas, la teoría psicológica, atinente a la escuela clásica, 

considera la culpabilidad ligada al concepto de acción, y los factores determinantes de 

la misma, como lo son: la culpa, el dolo y la preterintención, conceptos propios del 

Derecho Penal contemporáneo. 

 

El dolo puede ser definido como la intención consciente de perpetrar un daño 

con la acción realizada. Por su parte la culpa bajo esta teoría, es definida como la 

violación del deber objetivo de cuidado, lo que quiere decir que pudiendo preverse el 

daño ocasionado con la conducta. De otro lado la preterintención, atañe a los efectos 

colaterales que se generan con la acción del sujeto activo, siendo sus consecuencias 

de mayor gravedad a las que inicialmente pretendía acceder el mismo.  

 

Le asiste entonces a la parte que ejecuta la acción disciplinaria, la asignación 

del titulo de imputación que se ajuste a cada una de las conductas consideradas como 

faltas, la cual de acuerdo con la Corte Constitucional atiende al comportamiento del 

operador jurídico. En palabras de la Corte: “(…) la determinación de un 

comportamiento puede ser ejecutado a título de dolo o culpa depende la naturaleza 

misma del comportamiento (…) De allí que sea la propia ontología de la falta la que 

determina si la acción puede ser cometida a título de dolo o culpa” (Corte 

Constitucional, sentencia  C – 181 de 2002, magistrado ponente: Marco Gerardo 

Monroy Cabra)   



De esta caracterización, se puede colegir que la culpabilidad es el nexo que se 

presenta entre la intención o voluntad del actor, y la acción que despliega, es decir la 

intención que este tiene de ocasionar o no un daño, y las consecuencias que este 

puede generar, siempre y cuando no medie ningún eximente de responsabilidad, que 

justifique su actuar. En el Derecho sancionatorio actual, estas tres categorías se 

encuentran clasificadas dentro de un grado de análisis de la tipificación de la conducta 

y no dentro de la acción misma, ya que de acuerdo a la teoría finalista que se aplica en 

la actualidad, la acción o tipificación de la conducta, atiende a los efectos que esta 

produce y a su adecuación a un delito o infracción, sin que importe la intención con la 

que se realizó, es decir se evalúa la consecuencia y no la causalidad o voluntad del 

actor. 

 

Tal como lo aduce acertadamente Acosta (2014), la culpabilidad comprende 

entonces “el reproche que se le hace al autor porque actúo de manera ilícita cuando 

hubiera podido actuar de manera lícita, esto es, que él era exigible un comportamiento 

distinto al observado y conforme a la ley”.  

 

Por su parte la teoría psicológica – normativa, comparte la posición de la teoría 

psicológica, y añade la necesidad de incorporar el elemento volitivo en la imputabilidad 

de la acción al sujeto activo, aspecto meramente normativo. De otro lado, la teoría 

finalista concibe la conducta como una concurrencia de dos aspectos fundamentales: 

la acción y el elemento volitivo o subjetivo. Así las cosas, la acción y la culpabilidad en 

esta teoría, van de la mano, y comportan una relación de causalidad, lo que quiere 



decir que toda acción implica un ejercicio de la voluntad, y esta voluntad la que define 

la finalidad de la acción. Así las cosas, bajo esta teoría, los títulos de imputación de la 

culpabilidad (dolo, culpa y preterintención), no serían solamente atientes a la 

imputación como lo sostiene la teoría clásica, sino que harían parte o serian una 

modalidad de la acción.  

 

En esos términos lo explica Acosta (2014, p. 8), al decir que bajo esta teoría el 

“solo querer el hecho, y no es parte de la culpabilidad sino de la conducta conciencia 

de la ilicitud entra a formar parte de la culpabilidad”, comprendiendo entonces la 

culpabilidad bajo la óptica de esta “los siguientes aspectos: en primer lugar, la 

imputabilidad; en segundo lugar, la conciencia actual o potencial de la ilicitud del 

comportamiento; y en tercer lugar, la exigibilidad de una conducta diferente a la 

observada y conforme a derecho” (Acosta, 2014, p. 9).   

 

Ahora bien, la culpabilidad en el Derecho Disciplinario atiende a esta última 

concepción de la culpabilidad, es decir corresponde a una valoración de la conducta, 

siendo entonces el dolo y la culpa una modalidad con la que se comete la conducta. 

Sin embargo a diferencia de las otras ramas del Derecho que hacen uso del ius 

puniendi, la culpabilidad en el Derecho Disciplinario presume dentro de la tipicidad el 

elemento de la antijuridicidad, al punto que las conductas vulneradoras de la función 

pública, podrían considerarse como “típicamente antijurídicas” (Acosta, 2014, p. 10), 

siendo entonces el juicio de valor una concurrencia entre los elementos de la tipicidad 

y la antijuridicidad de la conducta.  



En ese orden de ideas, en el Derecho Disciplinario, a diferencia del Derecho 

Penal, lo que se evalúa es la conducta y no su resultado, es decir no existe una 

responsabilidad objetiva, sino que por el contrario la culpabilidad es erigida como un 

principio del juzgamiento disciplinario. Tal vez la razón de ser, de esta forma de ver la 

conducta y la responsabilidad disciplinaria, atiende a que a diferencia del Derecho 

Penal, el Derecho Disciplinario no sanciona los resultados que se obtienen con la 

conducta, no le interesa las consecuencias de los mismos, sino simplemente la 

conducta desplegada configura la responsabilidad, al punto tal que lo que se objeta de 

la conducta es la falta de previsibilidad de la misma.  

 

Así lo indica Guerrero (2002), citado por Pavajeau (2002, p. 37), al decir que en 

el Derecho Disciplinario  

 

(…) la idea central del dolo no está referida únicamente a los aspectos de 

conocimiento y voluntad, como en el derecho penal, sino que se resuelve en 

otras características como la de previsión efectiva. La previsibilidad se 

considera si está presente el antecedente lógico y psicológico de la evitabilidad 

de un resultado contrario a derecho y no deseado. La previsibilidad se 

desarrolla a través de la capacidad intelectual propia de la gente para asumir 

situaciones de un hombre de inteligencia y cultura media en un momento dado 

con la posibilidad de prever el evento como consecuencia de su conducta 

 

Así mismo, encuentra justificado la Corte Constitucional, el castigar la 

negligencia de los servidores públicos por la ligereza y negligencia que demuestra el 



servidor público en el cumplimiento de sus funciones, o en la falta de capacitación del 

mismo, aun cuando es su deber hacerlo, a saber: 

 

(...) Al respecto la Corte señala que dado que el principal derrotero que guía la 

aplicación de las normas disciplinarias es el normal y correcto funcionamiento 

de la gestión pública, en nada resultad incompatible con dicha finalidad – por el 

contrario, la secunda y favorece – que el Estado imponga a sus servidores un 

deber general de cuidado, diligencia y corrección en el desempeño de sus 

funciones que, además, pueda ser sancionable por incumplimiento. Visto que 

los servidores públicos son responsables ante la ley, no solo por quebrantarla, 

sino por omisión o extralimitación en ejercicio de las mismas, resulta 

legítimamente admisible que el Estado, a través del sistema disciplinario, 

imponga sanciones a aquellos que no cumplen, con el esmero requerido, las 

obligaciones asignadas por la normatividad (Corte Constitucional, sentencia C 

– 948 de 2002, magistrado ponente: Álvaro Tafur Galvis) 

 

Ello no quiere decir que los daños ocasionados no sean objeto de investigación, 

lo que se quiere clarificar, es que la evaluación de los mismos, es del resorte de otras 

disciplinas encargadas de ello, como por ejemplo las que corresponden a ilícitos 

penales o fiscales, según el caso. Así las cosas, en el Derecho Disciplinario la 

culpabilidad se resume en el “juicio de reproche, producto de la imputabilidad y a la 

posibilidad de exigir otro comportamiento al sujeto disciplinado”. 

 



En materia disciplinaria Villegas (2010, p. 146), considera que la culpabilidad 

atiende al  

 

(…) título de imputación subjetiva que proviene del incumplimiento del deber 

funcional, del ejercicio del cargo o de la prestación del servicio (…) está 

referido a la reprochabilidad dirigida al autor de la falta disciplinaria, bien sea 

por su conocimiento de la ilicitud sustancial o de la ausencia de diligencia o 

prudencia al ejercer la función pública, con un aditamento: la ausencia de 

alguna causa exculpatoria. 

 

Por su parte Isaza (2009, p. 154), considera la culpabilidad como aquella que  

 

(…) designa el conocimiento y la voluntad de la concreta falta a cuya comisión 

se puede llegar a título de dolo o culpa, bien por la relación de la conducta con 

las exigencias de conocimiento de las circunstancias fácticas o normativas que 

definen el campo de acción del ser servidor público (…) o porque la conducta 

se encuentre siendo constitutiva de un estado psicológico querido por el autor, 

creador de un riesgo al deber funcional 

 

En materia normativa, no existe una definición del concepto de culpabilidad 

dentro del Derecho Disciplinario, solamente se hace mención a la misma en el artículo 

13 del Código Único Disciplinario, que señala que “en materia disciplinaria queda 

proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. Las faltas solo son sancionables a 

título de dolo o culpa” (Congreso de la República, Ley 734 de 2002, art. 13).  



De lo anterior, se colige que la aplicación de la culpabilidad en el Derecho 

Disciplinario, debe remitirse a los preceptos penales, que respecto del mismo se han 

desarrollado, lo que quiere decir que los criterios para la aplicación de este principio en 

el Derecho Disciplinario, no son propios, y se equiparan al juicio de valor que se realiza 

en los delitos, aun cuando las faltas disciplinarias y los delitos no denotan la misma 

importancia y relevancia jurídica, legal y social.   

 

El amplio espectro de juzgamiento en materia disciplinaria a consecuencia de la 

falta de determinación especifica de la culpabilidad en el Derecho Disciplinario.  

 

Ahora bien, como se ha venido enunciando a través de este documento, la 

culpabilidad que se aplica en el campo del Derecho Disciplinario, comprende una 

implantación del criterio de culpabilidad de la legislación penal, circunstancia que se 

considera improcedente en el Derecho Disciplinario. La primera razón que sustenta tal 

planteamiento, atiende a que en el Derecho Disciplinario, son muy pocas las faltas que 

se tipifican específicamente en la Ley 734 de 2002, limitándose simplemente a las 

consideradas como faltas gravísimas, dejando al arbitrio del ente investigador la 

tipificación y juzgamiento de las faltas graves o leves.  

 

En ese sentido lo ha expresado la Corte Constitucional, al indicar que en el 

Derecho Disciplinario, “el fallador es quien debe establecer cuales tipos disciplinarios 

admiten la modalidad culposa partiendo de la estructura del tipo, del bien tutelado o 



del significado de la prohibición” (Corte Constitucional, Sentencia C – 155 de 2002, 

magistrada ponente: Clara Inés Vargas Hernández).  

 

Tal permisión legal, es considerada por la autora de esta disertación como una 

forma de subjetividad en la conducta, que podría prestarse para un exceso en las 

facultades disciplinarias del ente investigador, más aun cuando se trata de una 

instancia al interior de las entidades estatales que de una u otra manera, se 

encuentran ahí para defender los intereses de la misma, y no la del funcionario 

disciplinario, presentándose entonces una posición dominante del ente investigador 

frente al investigado, dejando en claro la discrecionalidad con la que puede actuar el 

primero sobre el segundo.  

 

Así las cosas, es claro que la valoración de la culpabilidad en el Derecho 

Disciplinario, carece de toda vista de imparcialidad. Por el contrario, al ser un criterio 

impuesto por el Derecho Penal sin contar con elementos propios, se puede llegar a 

convertir en la brecha jurídica idónea para vulnerar los derechos fundamentales de los 

funcionarios públicos investigados, más aun cuando el título de la imputación podría 

variar de algún modo la tasación de la sanción a imponer, tal como lo indica el artículo 

44 del Código Único Disciplinario, a saber: 

 

1. Destitución e inhabilidad general, para las faltas gravísimas dolosas o 

realizadas con culpa gravísima. 

2. Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las fallas 

graves dolosas o gravísimas culposas. 



3. Suspensión, para las faltas graves culposas. 

4. Multa, para las faltas leves dolosas. 

5. Amonestación escrita, para las faltas leves culposas (Ley 734 de 2002, art. 

44).  

 

Ahora bien, existen unos criterios para determinar cuándo una falta es 

gravísima o grave en el parágrafo del artículo en mención, el cual señala que 

  

 (…) habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por 

ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de 

obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando se incurra en falta 

disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona 

del común imprime a sus actuaciones (Ley 734 de 2002, art. 44).  

 

Estos criterios, a su vez han sido desarrollados por el máximo ente disciplinario 

del Estado Colombiano: la Procuraduría General de la Nación, en los siguientes 

términos: 

  

(…) la ignorancia supina hace referencia a la violación al deber objetivo de 

cuidado que recae sobre aquellos deberes que son consustanciales a la 

función, se presenta cuando la persona no cumple a cabalidad aquellos que es 

de la esencia de la función, el agente se aparta del núcleo básico del deber 

que le corresponde en el ejercicio de la función: la desatención elemental es la 

violación al deber objetivo de cuidado que se suscita cuando el servidor no 

realiza lo que resulta obvio, imprescindible hacer, lo que es común que otra 



persona hiciera, es aquellos que evidentemente la persona debió hacer, y la 

violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento, tiene como soporte 

el que el deber objetivo de cuidado es reglado y el servidor público desatiende 

el cumplimiento de una norma que impone ese deber (Procuraduría General 

de la Nación, Fallo de segunda instancia, Procurador Delegado: Antonio 

Gómez Merlano) 

 

Aunque subsisten estos criterios para la determinación de la culpabilidad, los 

mismos no se consideran lo suficientemente claros, como para orientar o circunscribir 

al fallador del proceso disciplinario en una tasación clara de la culpabilidad, lo que 

comporta una permisión arbitraria de que éste juzgue la conducta, a su 

discrecionalidad.   

 

Tal discrecionalidad, se considera deviene del uso del criterio de culpabilidad 

penal en el campo del Derecho Disciplinario, sin que el mismo necesariamente guarde 

la misma similitud con la aplicación que se realiza en el Derecho Penal, no pudiéndose 

entonces importarse tal concepto del Derecho Penal al Derecho Disciplinario, sin 

ningún desarrollo normativo o por lo menos jurisprudencial que deje en claro cuál es su 

diferenciación frente a la aplicación que se realiza en el campo penal (Gómez, 2004). 

 

Así mismo lo indica acertadamente Gómez (2014, p. 9), al decir que: 

 

Como efecto de esta falta de unificación de conceptos, así como de la 

inexistencia de estudios profundos sobre la naturaleza de los principios del 



derecho disciplinario, y en especial sobre la aplicación del principio de 

culpabilidad, se permite que el operador disciplinario tenga amplio margen de 

discrecionalidad al momento de evaluar del sujeto disciplinable y se presenten 

valoraciones arbitrarias de las conductas disciplinables, admitiéndose la 

imposición de sanciones desproporcionadas que no consultan el principio de 

proporcionalidad 

 

Es claro entonces, el vacío normativo existente frente al desarrollo específico 

del principio de la culpabilidad, que tan necesario es en el área del Derecho 

Disciplinario, máxime cuando la tipificación de las faltas es de tipo abierto, y comportan 

un amplio ejercicio hermenéutico por parte de los operadores jurídicos encargados de 

las investigaciones disciplinarias.  

 

Ahora si bien es cierto, no se discute la aplicación de las garantías 

constitucionales enunciadas en el artículo 29 superior, respecto de la necesidad de 

juzgar a cada quien según sus actos y de acuerdo a los principios de buena y de 

presunción de inocencia, para lo cual necesariamente debe valorarse la culpabilidad 

de los hechos, se pretende dejar el precedente de que no es procedente ni sano para 

el Derecho Disciplinario, aplicar preceptos del Derecho Penal, sin una orientación clara 

que justifique su asimilación, más aun cuando lo que se tutela en el Derecho 

Disciplinario no son bienes jurídicos concretos como en el Derecho Penal, sino 

meramente se castiga a los servidores públicos que con su actuación contravienen su 

deber para con el Estado, sin que necesariamente se requiera la ocurrencia de un 

daño, como si ocurre dentro del Derecho Penal (Parra, 1995).  



En ese mismo sentido lo consideran Mejía y Quiñonez (2004), quienes indican 

con gran acierto que la posición que a la fecha tiene la Corte Constitucional, de 

considerar pertinente la extrapolación de los principios del Derecho Penal (donde se 

encuentra el de la culpabilidad), al Derecho Disciplinario, comporta una afectación al 

principio de legalidad, máxime cuando es el ente investigador quien debe crear “expo 

facto”, la falta en la que incurre el servidor público, a falta de configuración de la 

misma, lo que lo convierte en un dispensador de justicia arbitrario, autorizado 

constitucional y jurisprudencialmente para ello, ya que en consideración de la Corte 

Constitucional “(…) no es necesario que el legislador determine frente a cada conducta 

disciplinaria si ella es sancionable bien a título de dolo o culpa, pues se trata de un 

asunto que le compete determinar al funcionario competente en cada caso concreto” 

(Corte Constitucional, sentencia C – 948 de 2002, magistrado ponente: Álvaro Tafur 

Galvis). 

 

Así las cosas, es claro que en el ordenamiento jurídico Colombiano, la 

culpabilidad no es un principio que haya sido objeto de desarrollo por parte de las 

instancias legislativas en el Derecho Disciplinario, situación que se considera no solo 

como un vació jurídico, sino como una situación problémica que potencialmente podría 

afectar los derechos de los funcionarios públicos investigados, en razón a la 

arbitrariedad que podría comportar tal falencia normativa, al permitir a estos configurar 

la culpa a su arbitrio e interpretación.   

 

 



A MODO DE CONCLUSIÓN.  

 

El principio de culpabilidad en Colombia, atiende al juicio de valor que se realiza 

dentro de una conducta que de alguna manera contravenga el ordenamiento jurídico. 

Por ende, el mismo se encuentra ligado al ejercicio de la denominada potestad 

sancionadora del Estado o ius puniendi, predicable de las ramas del Derecho que 

sancionan las conductas contrarias a la normatividad vigente, como lo es el Derecho 

Penal, el Derecho Contravencional o Policivo, el Derecho Disciplinario, entre otros., 

que tienen como objetivo principal el salvaguardar los bienes jurídicos de la sociedad y 

los intereses del Estado. 

 

Ahora bien, para la aplicación del ius puniendi en cualquiera de las ramas del 

Derecho enunciadas anteriormente, se requiere de la aplicación de algunos principios 

propios del debido proceso, que implican la demostración de la culpabilidad, 

imputabilidad y tipicidad de la conducta, para que se pueda configurar la misma como 

ilícita y por ende reprochable.  

 

Estos criterios de juicio de valor, responden a una generalidad, que en 

consideración del análisis expuesto, no pueden ser de libre aplicación en todas las 

ramas del Derecho Sancionatorio, y en especial en el Derecho Disciplinario, donde no 

se protegen en si bienes jurídicos, sino que se castiga o sanciona la imprudencia o 

ineptitud de una conducta realizada por un servidor público, sin que medie para el 

juicio de valor, la determinación de un resultado. 



Así las cosas, se podría decir que el Derecho Disciplinario, por disposición legal 

y jurisprudencial realiza sus investigaciones de conformidad con un régimen diferente 

al penal. Mientras que en el área del Derecho Penal, se tiene un sistema objetivo de 

responsabilidad, en el Derecho Disciplinario se juzga la causalidad o la conducta de la 

misma, sin importar la ocurrencia de un resultado, cosa que no sucede en la rama del 

Derecho Penal. En ese sentido lo ha señalado el Consejo de Estado desde el año 

1987, al decir que  

 

(…) el sentido teleológico de las sanciones es diferente en el campo penal del 

campo administrativo: mientras en el primero se trata de castigar una falta, o 

corregir una conducta antisocial previamente tipificada para quien incurra en ella, 

en el campo administrativo se trata de lograr un objetivo político del estado 

(Consejo de Estado, sentencia del 26 de junio de 1987, C.P. Jaime Abella 

Zárate) 

Posición, confirmada por esta misma Corporación en el año de 1988, al señalar lo 

siguiente: 

 

(…) el derecho disciplinario administrativo no se ciñe a los moldes tradicionales 

que informan el derecho penal en general o común porque su mira va dirigida a 

la moralidad y la eficiencia del buen servicio público, entendido como una 

institución. Su base o fundamento es de tipo técnico, administrativo y político. 

Es más de inspiración social y estructural que individual, y de allí que no 

puedan ser elementos suyos los atinentes a la tipicidad, la imputabilidad, la 

culpabilidad con el rigor con que son analizados como si se tratase de una 



cuestión penal (Consejo de Estado, sentencia del 13 de abril de 1988, C.P. 

Álvaro Lecompte Luna).  

 

En ese orden de ideas, se considera impensable aplicar los mismos criterios de 

imputación de la responsabilidad del campo del Derecho Penal, al campo del Derecho 

Disciplinario, dadas las diferencias en los objetivos que persiguen los mismos, al punto 

tal que en el Derecho Disciplinario no existe en si un bien jurídico a proteger, más allá 

que la correcta gestión de la función pública.  

 

Sumado a ello, es claro que existen diferencias sustanciales entre el Derecho 

Penal y el Derecho Disciplinario, que sustentan el planteamiento tan ampliamente 

defendido en este escrito, y que se refiere principalmente a la forma como están 

consignados los delitos y las faltas disciplinarias. Los delitos en el Derecho Penal, se 

encuentran establecidos de manera clara y concisa, con todas las modalidades de 

acción que se presentan dentro de la teoría de la objetividad o finalista, lo que quiere 

decir que se encuentran tipificados con claridad las conductas con dolo, con culpa o 

con preterintención, lo que le da al operador jurídico un margen mínimo de 

discrecionalidad al valorar la conducta. 

 

No sucede así en el Derecho Disciplinario, donde las faltas graves y leves, se 

dejan al arbitrio de la hermenéutica que para el caso concreto, realice el ente 

investigador. Bajo esta premisa es claro el margen de discrecionalidad que se le 

permite a las instancias administrativas encargadas de adelantar la acción 



disciplinaria, en cuanto a la tasación de la culpabilidad en la conducta que se presume 

como falta disciplinaria. 

 

Tal situación demuestra entonces, una discrecionalidad casi absoluta del 

operador disciplinaria, que podría asimilarse a una posición dominante de este, frente 

al sujeto que se pretende disciplinar, lo que se considera como potencialmente 

vulnerador de los preceptos del debido proceso en Colombia.  

 

Sumado a ello, la temática aquí propuesta aunque ha sido objeto de desarrollo 

parcial por la jurisprudencia de las altas Cortes Colombianas, no ha sido objeto de 

desarrollo doctrinal y muchos menos normativo, lo que comporta entonces un vacío 

jurídico, que puede ser considerado como una brecha que permita la concurrencia de 

una indebida interpretación de la legislación disciplinaria, constituyéndose la misma de 

carácter subjetivo.  

 

Así las cosas, es necesario que el legislador considere la posibilidad de 

desarrollar en mayor medida el principio de la culpabilidad en la rama del Derecho 

Disciplinario, a fin de disgregarla de la enunciada en el Derecho Penal, por las razones 

expuestas.  
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